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RESUMEN DE LAS MEDIDAS ECONÓMICAS, LABORALES Y 

SOCIALES ADOPTADAS PARA HACER FRENTE AL IMPACTO 

ECONÓMICO Y SOCIAL DEL COVID-19, APLICABLES ENTRE 

OTROS, AL SECTOR DEL TURISMO, 

 

PREVISTAS EN: 
 

 

 

- REAL DECRETO-LEY 7/2020, DE 12 DE MARZO, por el que se 

adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del 

COVID-19 (BOE nº65, de 13 de marzo de 2020). 

 

- REAL DECRETO-LEY 8/2020, DE 17 DE MARZO, de medidas 

urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 

social del COVID-19 (BOE nº 73, de 18 de marzo de 2020). 

 

- REAL DECRETO-LEY 9/2020, DE 27 DE MARZO, por el que se 

adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los 

efectos derivados del COVID-19 (BOE nº 86, de 28 de marzo de 2020). 

 

- REAL DECRETO-LEY 10/2020, DE 29 DE MARZO, por el que se 

regula un permiso retribuido recuperable para las personas 

trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con 

el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha 

contra el COVID-19 (BOE Nº 87, de 29 de marzo de 2020). 

 

- REAL DECRETO-LEY 11/2020, DE 31 DE MARZO, por el que se 

adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19 (BOE nº 91, de 1 de abril de 

2020). 

 

Véanse en el siguiente enlace, cuyas últimas versiones se actualizan 

diariamente: 

 

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355 

 

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355
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Según sus respectivas exposiciones de motivos, se menciona que “en el conjunto y en cada una 

de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza y finalidad, las circunstancias de 

extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la Constitución Española como 

presupuestos habilitantes para la aprobación de un real decreto-ley.” 

 

Ha de reseñarse que a tenor del artículo 86.2 de la Constitución Española “Los Decretos-leyes 

deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de los 

Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes 

a su promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre 

su convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial 

y sumario.” 

 

A continuación, se expone en resumen el contenido más relevante de cada Real Decreto –Ley con 

las medidas económicas, laborales y sociales adoptadas para hacer frente al impacto económico 

y social del Covid-19, aplicables a trabajadores por cuenta propia, ajena y pequeñas empresas, de 

cualquier sector, y en particular, al sector del turismo. 

 

 

- Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes para responder al impacto económico del COVID-19 (BOE de 

13 de marzo de 2020). 
 

Exposición de Motivos: 

 

Este Real Decreto-ley tiene por objeto la adopción de nuevas medidas para responder al impacto 

económico negativo que se está produciendo en el ámbito sanitario, en el sector turístico, y sobre 

las personas afectadas por las medidas de contención adoptadas por las autoridades competentes, 

así como prevenir un mayor impacto económico negativo sobre las PYMES y autónomos. 

 

En concreto, las medidas adoptadas se orientan a reforzar el sistema de salud pública, apoyar a 

las personas trabajadoras y familias más vulnerables afectadas por la situación excepcional y 

extraordinaria, garantizar la liquidez de las empresas del sector turístico y apoyar la financiación 

de las pequeñas y medianas empresas y autónomos.  

 

En concreto, las medidas de este Real Decreto – Ley son las siguientes: 

 

CAPÍTULO III 

Medidas de apoyo al sector del turismo 

 

- Línea de financiación de 400M€ para atender a las empresas y autónomos del sector 

turístico y actividades conexas afectados por el COVID-19 a través de la modificación de la 

línea aprobada por CDGAE el 31 de octubre de 2019 para los afectados por la insolvencia 

del grupo empresarial Thomas Cook 

 

Línea específica de financiación intermediada, destinada a empresas y autónomos del sector 

turístico y actividades conexas. Se modifica la línea existente para ampliar su aplicación a 

empresas afectadas en todo el territorio nacional (y no solo a las Comunidades Autónomas de 

Canarias e Islas Baleares) y a aquellos sectores relacionados con el turismo que no estaban 

previstas en la línea de financiación original. La línea de financiación se dota con 200 millones 

de euros adicionales a los 200 millones de euros inicialmente previstos. 
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Se trata de una línea dentro de la Línea ICO Empresas y Emprendedores que contaría con una 

garantía parcial (al 50%) del MINCOTUR, gestionada por ICO. Los costes de dicha garantía y de 

gestión de la línea que se carguen contra el Fondo de Provisión serán repuestos por el 

MINCOTUR con cargo a la línea presupuestaria existente para la línea Thomas Cook. 

 

Regulada en el art. 12: 

 

Artículo 12. Ampliación de la línea de financiación Thomas Cook para atender al conjunto de 

empresas establecidas en España incluidas en determinados sectores económicos. 

 

1. La línea de financiación prevista en el artículo 4 del Real Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre, 

por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los efectos de la apertura de procedimientos 

de insolvencia del grupo empresarial Thomas Cook se amplía a todas las empresas y trabajadores 

autónomos con domicilio social en España que estén incluidos en los sectores económicos 

definidos en la Disposición Adicional primera de este Real Decreto-ley y contará con 200 

millones de euros adicionales a los previstos inicialmente en el citado artículo 4 del Real Decreto-

ley 12/2019, de 11 de octubre. 

 

La partida presupuestaria del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo de garantía del 50% 

de los créditos dispuestos de la línea ICO, se amplía de los 100 millones de euros iniciales hasta 

los 200 millones de euros para dar cobertura a la línea de financiación ampliada de hasta 400 

millones de euros, ajustándose los importes presupuestarios correspondientes en cada año a estos 

nuevos límites. 

 

(…) 

 

2. Se aplicarán a esta línea de financiación y a la correspondiente garantía ampliada, de modo 

automático y a la entrada en vigor de este real decreto -ley, los mismos términos y condiciones 

que los aprobados para la línea de financiación prevista en el artículo 4 del Real Decreto-ley 

12/2019, de 11 de octubre, tanto los previstos en el referido artículo 4, como los  previstos en el 

conjunto de instrumentos que lo desarrollan y han servido para la puesta en marcha de la referida 

línea de financiación, sin que sea necesario desarrollo normativo, convencional, o acto jurídico 

de aplicación alguno. 

 

(…) 

 

3. Se instruye al ICO para que con carácter inmediato a la entrada en vigor de este real decreto-

ley realice las gestiones necesarias con las entidades financieras para que la línea de financiación 

ampliada pueda estar a disposición de las empresas en el plazo máximo de diez días a contar desde 

la referida entrada en vigor. 

 

Y la DA 1ª de este Real Decreto-Ley: 

 

Disposición adicional primera. Ámbito de aplicación de la línea de financiación ampliada 

Thomas Cook para atender al conjunto de empresas establecidas en España incluidas en 

determinados sectores económicos. 

 

Podrán ser destinatarios de la línea de financiación prevista en el artículo 4 del Real Decreto-ley 

12/2019, de 11 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los efectos de la 

apertura de procedimientos de insolvencia del grupo empresarial Thomas Cook, ampliada 
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conforme a lo establecido en el artículo 13, las empresas y autónomos con domicilio social 

en España que formalicen operaciones en la Línea «ICO Empresas y Emprendedores», cuya 

actividad se encuadre en uno de los siguientes CNAE del sector turístico: 

 

Cód. CNAE2009 Título CNAE2009 

 

493 Otro transporte terrestre de 

pasajeros. 

4931 Transporte terrestre urbano y 

suburbano de pasajeros. 

4932 Transporte por taxi 

4939 Tipos de transporte terrestre de 

pasajeros n.c.o.p. 

511 Transporte aéreo de pasajeros. 

5110 Transporte aéreo de pasajeros. 

5221 Actividades anexas al transporte 

terrestre. 

5222 Actividades anexas al transporte 

marítimo y por vías navegables 

interiores 

5223 Actividades anexas al transporte 

aéreo 

551 Hoteles y alojamientos 

similares. 

5510 Hoteles y alojamientos 

similares. 

552 Alojamientos turísticos y otros 

alojamientos de corta estancia. 

5520 Alojamientos turísticos y otros 

alojamientos de corta estancia.  

 

 

Artículo 13. Medidas de apoyo a la prolongación del periodo de actividad de los trabajadores 

con contratos fijos discontinuos en los sectores de turismo y comercio y hostelería vinculados 

a la actividad turística. 

 

1. Las empresas, excluidas las pertenecientes al sector público, dedicadas a actividades 

encuadradas en los sectores del turismo, así como los del comercio y hostelería, siempre que se 

encuentren vinculadas a dicho sector del turismo, que generen actividad productiva en los meses 

de febrero, marzo, abril, mayo, junio y que inicien o mantengan en alta durante dichos meses la 

ocupación de los trabajadores con contratos de carácter fijos discontinuo, podrán aplicar una 

bonificación en dichos meses del 50 por ciento de las cuotas empresariales a la Seguridad Social 

por contingencias comunes, así como por los conceptos de recaudación conjunta de Desempleo, 

FOGASA y Formación Profesional de dichos trabajadores. 

 

Lo dispuesto en este artículo será de aplicación desde el 1 de enero de 2020 hasta el día 31 de 

diciembre de 2020. 

 

2. La bonificación regulada en este artículo será de aplicación en todo el territorio nacional, salvo 

en las comunidades autónomas de Illes Balears y Canarias, durante los meses de febrero y marzo 

de 2020, donde será de aplicación, en los mencionados meses, la bonificación establecida en el 
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artículo 2 del Real Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes 

para paliar los efectos de la apertura de procedimientos de insolvencia del grupo empresarial 

Thomas Cook. 

 

CAPÍTULO IV 

Medidas de apoyo financiero transitorio 
 

Aplazamiento de deudas tributarias 

Artículo 14. Aplazamiento de deudas tributarias. 

 

1. En el ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, a los efectos de 

los aplazamientos a los que se refiere el artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, se concederá el aplazamiento del ingreso de la deuda tributaria correspondiente a todas 

aquellas declaraciones-liquidaciones y autoliquidaciones cuyo plazo de presentación e ingreso 

finalice desde la fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el día 30 de 

mayo de 2020, ambos inclusive, siempre que las solicitudes presentadas hasta esa fecha reúnan 

los requisitos a los que se refiere el artículo 82.2.a) de la Ley anterior. 

(…)  

 

Artículo 15. Solicitud de aplazamiento extraordinario del calendario de reembolso en 

préstamos concedidos por la Secretaría General de Industria y de la Pequeña y Mediana 

Empresa. 

 

1. Los beneficiarios de concesiones de los instrumentos de apoyo financiero a proyectos 

industriales podrán solicitar el aplazamiento del pago de principal y/o intereses de la 

anualidad en curso, siempre que su plazo de vencimiento sea inferior a 6 meses a contar 

desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando la crisis sanitaria provocada por 

el COVID-19 haya originado en dichos beneficiarios periodos de inactividad, reducción en 

el volumen de las ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de valor que les 

dificulte o impida atender al pago de la misma. Esta solicitud conllevará, en caso de estimarse, 

la correspondiente readaptación del calendario de reembolsos. 

 

Dicha solicitud, deberá efectuarse siempre antes de que finalice el plazo de pago en periodo 

voluntario y deberá ser estimada de forma expresa por el órgano que dictó la resolución de 

concesión. 

(…) 

 

Nota: Se consideran determinadas circunstancias vinculadas a la expansión del COVID-19: 

periodos de inactividad, reducción en el volumen de las ventas o interrupciones en el suministro 

en la cadena de valor que les dificulte o impida atender al pago de la anualidad correspondiente. 

 

Esta solicitud conllevará, en caso de estimarse, la correspondiente readaptación del calendario de 

reembolsos. 

 

 

CAPÍTULO V 

Medidas para la gestión eficiente de las Administraciones Públicas 

 

Artículo 16. Contratación. (Modificado por la Disposición final sexta del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, y por la Disposición final segunda del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 

de marzo), con la siguiente redacción: 
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1. La adopción de cualquier tipo de medida directa o indirecta por parte de las entidades del sector 

público para hacer frente al COVID-19 justificará la necesidad de actuar de manera inmediata, 

siendo de aplicación el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 

 

2. De acuerdo con la previsión establecida en el párrafo anterior, a todos los contratos que hayan 

de celebrarse por las entidades del sector público para atender las necesidades derivadas de la 

protección de las personas y otras medidas adoptadas por el Consejo de Ministros para hacer 

frente al COVID-19, les resultará de aplicación la tramitación de emergencia. En estos casos, si 

fuera necesario realizar abonos a cuenta por actuaciones preparatorias a realizar por el contratista, 

no será de aplicación lo dispuesto respecto a las garantías en la mencionada Ley 9/2017, siendo 

el órgano de contratación quien determinará tal circunstancia en función de la naturaleza de la 

prestación a contratar y la posibilidad de satisfacer la necesidad por otras vías. De la justificación 

de la decisión adoptada deberá dejarse constancia en el expediente. 

 

. El libramiento de los fondos necesarios para hacer frente a los gastos que genere la adopción de 

medidas para la protección de la salud de las personas frente al COVID-19 podrá realizarse a 

justificar. 

 

 

- Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. (BOE nº. 73, de 18 de marzo de 2020) 

 
Exposición de Motivos: 

 

En el contexto actual, el presente real decreto-ley amplía las medidas ya tomadas con un 

paquete económico y social de gran alcance y magnitud, con el objetivo de contribuir a 

evitar un impacto económico prolongado más allá de la crisis sanitaria, dando prioridad a 

la protección de las familias, autónomos y empresas más directamente afectadas. 

 

La prioridad absoluta en materia económica radica en proteger y dar soporte al tejido productivo 

y social para minimizar el impacto y lograr que, una vez finalizada la alarma sanitaria, se produzca 

lo antes posible un rebote en la actividad. La pandemia del COVID-19 supondrá inevitablemente 

un impacto negativo en la economía española cuya cuantificación está aún sometida a un elevado 

nivel de incertidumbre. En estas circunstancias, la prioridad consiste en minimizar el impacto 

social y facilitar que la actividad se recupere tan pronto como la situación sanitaria mejore. El 

objetivo es que estos efectos negativos sean transitorios y evitar, en última instancia, que se 

produzca un impacto más permanente o estructural debido a un círculo vicioso de caídas de 

demanda y producción como las de 2008-2009, con una salida masiva de trabajadores al 

desempleo y un ajuste particularmente agudo para los trabajadores temporales y los autónomos. 

 

En concreto, las medidas adoptadas en este real decreto-ley están orientadas a un triple objetivo. 

Primero, reforzar la protección de los trabajadores, las familias y los colectivos vulnerables; 

segundo, apoyar la continuidad en la actividad productiva y el mantenimiento del empleo; y 

tercero, reforzar la lucha contra la enfermedad. 
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El capítulo II establece las medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal 

de actividad para evitar despidos. 

 

Las medidas adoptadas en materia de suspensión temporal de contratos y reducción temporal 

de la jornada (ERTEs) persiguen evitar que una situación coyuntural como la actual tenga un 

impacto negativo de carácter estructural sobre el empleo. A la luz de la experiencia internacional, 

este tipo de medidas que tienen por objetivo la flexibilización y agilización de los procedimientos 

de regulación de empleo y la mejora de la cobertura, tanto para los trabajadores como para los 

empresarios, contribuye a minorar el impacto negativo sobre el empleo y la actividad económica, 

dado que se priorizará el mantenimiento del empleo sobre la extinción de los contratos. 

 

En primer lugar, se especifica que las pérdidas de actividad consecuencia del COVID-19 tendrán 

la consideración de fuerza mayor a los efectos de la suspensión de los contratos o la reducción 

de la jornada y se agiliza la tramitación de los procedimientos de regulación de empleo, 

tanto por fuerza mayor, como por causas económicas, técnicas, organizativas o de 

producción. 

 

Asimismo, ante la extraordinaria situación de gravedad, en el presente real decreto ley se refuerza 

la cobertura a los trabajadores afectados por un ERTE, posibilitándoles que tengan acceso 

a la prestación contributiva por desempleo, aunque carezcan del periodo de cotización 

necesario para tener acceso a ella y, adicionalmente, que el periodo de la suspensión del 

contrato o la reducción de la jornada durante el que estén percibiendo dicha prestación no 

les compute a efectos de consumir los periodos máximos de percepción legalmente 

establecidos. En circunstancias normales, durante un ERTE el trabajador puede acceder a la 

prestación contributiva por desempleo si cuenta con el periodo de cotización necesario para tener 

acceso a ella y, además, este periodo le computa a efecto de los periodos máximos de percepción 

de la prestación. 

 

Con el objetivo de aligerar los costes en los que incurren las empresas, en los casos de fuerza 

mayor regulados en este real decreto-ley, otra de las novedades incorporadas, es la 

exoneración a las empresas del pago del 75 % de la aportación empresarial a la Seguridad 

Social alcanzando dicha exoneración el 100 % de la cuota cuando se trate de empresas de 

menos de 50 trabajadores, siempre que éstas se comprometan a mantener el empleo. Hasta 

ahora, sólo en los casos en los que la fuerza mayor derive de acontecimientos catastróficos 

naturales que supongan la destrucción total o parcial de la empresa o centro de trabajo impidiendo 

la continuidad de la actividad el empresario se podría exonerar del pago de las cotizaciones a la 

Seguridad Social. Así, junto con el aplazamiento bonificado de impuestos incorporado en el Real 

Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al 

impacto económico del COVID-19, se contribuye a reducir el coste de mantenimiento de las 

empresas gravemente afectadas por la paralización de la actividad económica con motivo del 

COVID-19. 

 

De esta manera, además de aliviar los costes en los que incurren las empresas, se incentiva el 

mantenimiento del capital humano ya formado. Es decir, se recupera a los trabajadores que 

cuentan con la formación para la actividad en cuestión y que conocen la empresa. 

 

El capítulo III establece diversas medidas de garantía de liquidez para sostener la actividad 

económica ante las dificultades transitorias consecuencia de la situación generada por el COVID-

19. 
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En primer lugar, con el fin de fomentar los objetivos anteriores, esta norma prevé la aprobación 

de una línea de avales por cuenta del Estado para empresas y autónomos de hasta 100.000 

millones de euros, que cubra tanto la renovación de préstamos como nueva financiación por 

entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, entidades de dinero electrónico 

y entidades de pagos, para atender sus necesidades derivadas, entre otras, de la gestión de 

facturas, necesidad de circulante u otras necesidades de liquidez, incluyendo las derivadas 

de vencimientos de obligaciones financieras o tributarias, para facilitar el mantenimiento 

del empleo y paliar los efectos económicos de COVID-19. El Consejo de Ministros 

establecerá las condiciones y requisitos aplicables para que la línea esté operativa de manera 

inmediata. 
 

Como complemento a la medida anterior, se permite ampliar la capacidad de endeudamiento neto 

del Instituto de Crédito Oficial en la Ley de Presupuestos del Estado en 10.000 millones de 

euros, para facilitar inmediatamente liquidez adicional a las empresas, especialmente a las pymes 

y a los autónomos, a través de las Líneas de ICO de financiación ya existentes. De este modo, el 

Instituto de Crédito Oficial adoptará todas las medidas precisas para ampliar la financiación 

disponible y mejorar el acceso al crédito de las empresas, sin poner en riesgo el necesario 

equilibrio financiero del Instituto de Crédito Oficial (.……) 

 

En concreto, los distintos capítulos establecen las siguientes medidas: 

 

CAPÍTULO I 

Medidas de apoyo a los trabajadores, familias y colectivos vulnerables 
 

Artículo 1. Concesión de un suplemento de crédito en el Presupuesto del Ministerio de 

Derechos Sociales y Agenda 2030 para financiar un Fondo Social Extraordinario destinado 

exclusivamente a las consecuencias sociales del COVID-19. 

 

1. Se autoriza la aplicación del Fondo de Contingencia y la concesión de un suplemento de crédito 

en el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, por importe de 300.000.000 euros, en la 

aplicación presupuestaria 26.16.231F.453.07 «Protección a la familia y atención a la pobreza 

infantil. Prestaciones básicas de servicios sociales» 

 

(…) 

 

2. Con cargo al suplemento de crédito se realizarán las correspondientes transferencias a las 

comunidades autónomas, Ceuta y Melilla para financiar las prestaciones básicas de los 

servicios sociales de las comunidades autónomas, diputaciones provinciales, o las 

corporaciones locales, que tengan por objeto exclusivamente hacer frente a situaciones 

extraordinarias derivadas del COVID-19. Este Fondo podrá destinarse a la financiación de  

proyectos y las contrataciones laborales necesarias para el desarrollo de las siguientes 

prestaciones: 

 

(…) 

 

Artículo 2. Distribución del Fondo Social Extraordinario entre las comunidades autónomas y 

las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla. 

 

1. El Fondo Social Extraordinario se distribuirá entre todas las comunidades autónomas, 

tanto las de régimen común como las de régimen foral, y las ciudades autónomas de Ceuta y 

Melilla. 
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(…) 

 

Artículo 5. Carácter preferente del trabajo a distancia. 

 

(…) 

 

Artículo 6. Derecho de adaptación del horario y reducción de jornada. 

 

(…) 

 

Artículo 7. Moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual. 

 

(…) 

 

Artículo 8. Ámbito de aplicación de la moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de 

vivienda habitual. 

 

(…) 

 

Artículo 12. Solicitud de moratoria sobre las deudas hipotecarias inmobiliarias. 

 

(…) 

 

Artículo 17. Prestación extraordinaria por cese de actividad para los afectados por declaración 

del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 

COVID-19. 

 

1. Con carácter excepcional y vigencia limitada a un mes, a partir de la entrada en vigor del 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 

de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, o hasta el último día del mes en 

que finalice dicho estado de alarma, de prolongarse éste durante más de un mes, los trabajadores 

por cuenta propia o autónomos, cuyas actividades queden suspendidas, en virtud de lo previsto 

en el mencionado Real Decreto, o, en otro caso, cuando su facturación en el mes anterior al 

que se solicita la prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con el 

promedio de facturación del semestre anterior, tendrán derecho a la prestación extraordinaria 

por cese de actividad que se regula en este artículo, siempre que cumplan los siguientes 

requisitos: 

 

(…) 

 

2. La cuantía de la prestación regulada en este artículo se determinará aplicando el 70 por ciento 

a la base reguladora, calculada de conformidad con lo previsto en el artículo 339 de la Ley General 

de la Seguridad Social, aprobada mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 

Cuando no se acredite el período mínimo de cotización para tener derecho a la prestación, la 

cuantía de la prestación será equivalente al 70 por ciento de la base mínima de cotización en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, 

en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 

 

3. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo tendrá una duración 

de un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que finalice el estado de 
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alarma, en el supuesto de que este se prorrogue y tenga una duración superior al mes. El tiempo 

de su percepción se entenderá como cotizado y no reducirá los períodos de prestación por cese de 

actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro. 

 

4. La percepción será incompatible con cualquier otra prestación del sistema de Seguridad Social. 

 

5. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por su 

encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que corresponda 

tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que reúnan los requisitos 

establecidos en este artículo. 

 

6. La gestión de esta prestación corresponderá a las entidades a las que se refiere el artículo 346 

del Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

 

 

Artículo 21. Interrupción del plazo para la devolución de productos durante vigencia del estado 

de alarma. 

 

(…) 

 

CAPÍTULO II 

Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de actividad para evitar 

despidos 
 

Artículo 22. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de 

contratos y reducción de jornada por causa de fuerza mayor. 

 

1. Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa directa en 

pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración del estado de 

alarma, que impliquen suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de locales de 

afluencia pública, restricciones en el transporte público y, en general, de la movilidad de las 

personas y/o las mercancías, falta de suministros que impidan gravemente continuar con el 

desarrollo ordinario de la actividad, o bien en situaciones urgentes y extraordinarias debidas 

al contagio de la plantilla o la adopción de medidas de aislamiento preventivo decretados por 

la autoridad sanitaria, que queden debidamente acreditados, tendrán la consideración de 

provenientes de una situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se derivan del 

artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. 

 

2. En los supuestos en que se decida por la empresa la suspensión de contratos o la reducción 

temporal de la jornada de trabajo con base en las circunstancias descritas en el apartado 1, se 

aplicarán las siguientes especialidades, respecto del procedimiento recogido en la normativa 

reguladora de estos expedientes: 

 

a) El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, que se acompañará de un 

informe relativo a la vinculación de la pérdida de actividad como consecuencia del COVID-19, 

así como, en su caso, de la correspondiente documentación acreditativa. La empresa deberá 

comunicar su solicitud a las personas trabajadoras y trasladar el informe anterior y la 

documentación acreditativa, en caso de existir, a la representación de estas. 
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b) La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de suspensión de los contratos o de la 

reducción de jornada prevista en este artículo, deberá ser constatada por la autoridad laboral, 

cualquiera que sea el número de personas trabajadoras afectadas. 

 

c) La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días desde la solicitud, 

previo informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y deberá limitarse a 

constatar la existencia, cuando proceda, de la fuerza mayor alegada por la empresa 

correspondiendo a ésta la decisión sobre la aplicación de medidas de suspensión de los contratos 

o reducción de jornada, que surtirán efectos desde la fecha del hecho causante de la fuerza 

mayor. 

 

d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será potestativa 

para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de cinco días. 

 

 

Artículo 23. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión y 

reducción de jornada por causa económica, técnica, organizativa y de producción. 

 

1. En los supuestos que se decida por la empresa la suspensión de contrato o reducción de la 

jornada por causas económicas, técnicas, organizativas y de producción relacionadas con el 

COVID-19, se aplicarán las siguientes especialidades, respecto del procedimiento recogido en 

la normativa reguladora de estos expedientes: 

 

(…) 

 

Artículo 24. Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los 

procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor 

relacionados con el COVID-19. 
 

1. En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada autorizados en base a 

fuerza mayor temporal vinculada al COVID-19 definida en el artículo 22, la Tesorería General 

de la Seguridad Social exonerará a la empresa del abono de la aportación empresarial prevista 

en el artículo 273.2 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado 

por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a las cuotas por 

conceptos de recaudación conjunta, mientras dure el período de suspensión de contratos o 

reducción de jornada autorizado en base a dicha causa cuando la empresa, a 29 de febrero de 

2020, tuviera menos de 50 trabajadores en situación de alta en la Seguridad Social. Si la empresa 

tuviera 50 trabajadores o más, en situación de alta en la Seguridad Social, la exoneración de la 

obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la aportación empresarial. 

 

2. Dicha exoneración no tendrá efectos para la persona trabajadora, manteniéndose la 

consideración de dicho período como efectivamente cotizado a todos los efectos, sin que resulte 

de aplicación lo establecido en el artículo 20 de la Ley General de la Seguridad Social. 

 

3. La exoneración de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la Seguridad Social a 

instancia del empresario, previa comunicación de la identificación de los trabajadores y período 

de la suspensión o reducción de jornada. A efectos del control de la exoneración de cuotas será 

suficiente la verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal proceda al reconocimiento 

de la correspondiente prestación por desempleo por el período de que se trate. 
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4. La Tesorería General de la Seguridad Social establecerá los sistemas de comunicación 

necesarios para el control de la información trasladada por la solicitud empresarial, en 

particular a través de la información de la que dispone el Servicio Público de Empleo Estatal, en 

relación a los periodos de disfrute de las prestaciones por desempleo. 

 

 

Artículo 25. Medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo en aplicación de 

los procedimientos referidos en los artículos 22 y 23. 

 

(…) 

 

Artículo 26. Limitación temporal de los efectos de la presentación extemporánea de solicitudes 

de prestaciones por desempleo. 

 

(………)  la presentación de las solicitudes de alta inicial o reanudación de la prestación y el 

subsidio por desempleo realizada fuera de los plazos establecidos legalmente no implicará que 

se reduzca la duración del derecho a la prestación correspondiente. 

 

 

Artículo 28. Plazo de duración de las medidas previstas en el Capítulo II. 

 

Las medidas recogidas en los artículos 22, 23, 24 y 25 de este real decreto-ley estarán vigentes 

mientras se mantenga la situación extraordinaria derivada del COVID-19. 

 

 

CAPÍTULO III 

Garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las dificultades transitorias 

consecuencia de la situación 
 

Sección 1.ª Línea de avales para las empresas y autónomos para paliar los efectos económicos 

del COVID-19 y ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO 
 

Artículo 29. Aprobación de una Línea para la cobertura por cuenta del Estado de la 

financiación otorgada por entidades financieras a empresas y autónomos. 

 

1. Para facilitar el mantenimiento del empleo y paliar los efectos económicos del COVID-19, el 

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital otorgará avales a la financiación 

concedida por entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, entidades de dinero 

electrónico y entidades de pagos a empresas y autónomos para atender sus necesidades derivadas, 

entre otras, de la gestión de facturas, necesidad de circulante, vencimientos de obligaciones 

financieras o tributarias u otras necesidades de liquidez. 

 

2. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá conceder avales por un 

importe máximo de 100.000 millones de euros. Las condiciones aplicables y requisitos a 

cumplir, incluyendo el plazo máximo para la solicitud del aval, se establecerán por Acuerdo 

de Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo normativo posterior para su aplicación. 

 

3. Los avales regulados en esta norma y las condiciones desarrolladas en el Acuerdo de Consejo 

de Ministros cumplirán con la normativa de la Unión Europea en materia de Ayudas de Estado. 
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Sección 2.ª Ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO con el fin de aumentar los 

importes de las Líneas ICO de financiación a empresas y autónomos. 

 

Artículo 30. Ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO con el fin de aumentar las 

Líneas ICO de financiación a empresas y autónomos. 

 

1. Se amplía en 10.000 millones de euros el límite de endeudamiento neto previsto para el Instituto 

de Crédito Oficial en la Ley de Presupuestos del Estado, con el fin de facilitar liquidez adicional 

a las empresas, especialmente pymes y autónomos. Esto se llevará a cabo a través de las Líneas 

de ICO de financiación mediante la intermediación de las entidades financieras tanto a corto como 

a medio y largo plazo y de acuerdo con su política de financiación directa para empresas de mayor 

tamaño. 

 

2. El ICO adoptará las medidas que sean precisas, a través de sus órganos de decisión, para 

flexibilizar y ampliar la financiación disponible y mejorar el acceso al crédito de las empresas, 

preservando el necesario equilibrio financiero previsto en sus Estatutos. 

 

Artículo 33. Suspensión de plazos en el ámbito tributario. 

 

1. Los plazos de pago de la deuda tributaria previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 62 de 

la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, los vencimientos de los plazos y 

fracciones de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento concedidos, los plazos 

relacionados con el desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren los 

artículos 104.2 y 104 bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 

939/2005, de 29 de julio, y los plazos para atender los requerimientos, diligencias de embargo y 

solicitudes de información con trascendencia tributaria, para formular alegaciones ante actos de 

apertura de dicho trámite o de audiencia, dictados en procedimientos de aplicación de los 

tributos, sancionadores o de declaración de nulidad, devolución de ingresos indebidos, 

rectificación de errores materiales y de revocación, que no hayan concluido a la entrada en vigor 

de este real decreto-ley, se ampliarán hasta el 30 de abril de 2020. 

 

Adicionalmente, en el seno del procedimiento administrativo de apremio, no se procederá a la 

ejecución de garantías que recaigan sobre bienes inmuebles desde la entrada en vigor del 

presente real decreto-ley y hasta el día 30 de abril de 2020. 

 

(…..) 

 

5. El período comprendido desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley hasta el 30 de 

abril de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los procedimientos de 

aplicación de los tributos, sancionadores y de revisión tramitados por la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria, si bien durante dicho período podrá la Administración 

impulsar, ordenar y realizar los trámites imprescindibles. 

 

6. El período a que se refiere el apartado anterior no computará a efectos de los plazos 

establecidos en el artículo 66 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, ni 

a efectos de los plazos de caducidad. 

 

 

Artículo 34. Medidas en materia de contratación pública para paliar las consecuencias del 

COVID-19. 
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1. Los contratos públicos de servicios y de suministros de prestación sucesiva, vigentes a la 

entrada en vigor de este real decreto ley, celebrados por las entidades pertenecientes al Sector 

Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 

del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, cuya 

ejecución devenga imposible como consecuencia del COVID-19 o las medidas adoptadas por 

el Estado, las comunidades autónomas o la Administración local para combatirlo, quedarán 

automáticamente suspendidos desde que se produjera la situación de hecho que impide su 

prestación y hasta que dicha prestación pueda reanudarse. A estos efectos, se entenderá que la 

prestación puede reanudarse cuando, habiendo cesado las circunstancias o medidas que la 

vinieran impidiendo, el órgano de contratación notificara al contratista el fin de la suspensión. 

 

Cuando con arreglo a lo dispuesto en el párrafo anterior, la ejecución de un contrato público 

quedará en suspenso, la entidad adjudicadora deberá abonar al contratista los daños y perjuicios 

efectivamente sufridos por éste durante el periodo de suspensión, previa solicitud y acreditación 

fehaciente de su realidad, efectividad y cuantía por el contratista. Los daños y perjuicios por los 

que el contratista podrá ser indemnizado serán únicamente los siguientes: 

 

1.º Los gastos salariales que efectivamente hubiera abonado el contratista al personal que 

figurara adscrito con fecha 14 de marzo de 2020 a la ejecución ordinaria del contrato, durante 

el período de suspensión. 

 

2.º Los gastos por mantenimiento de la garantía definitiva, relativos al período de suspensión del 

contrato. 

 

3.º Los gastos de alquileres o costes de mantenimiento de maquinaria, instalaciones y equipos 

relativos al periodo de suspensión del contrato, adscritos directamente a la ejecución del 

contrato, siempre que el contratista acredite que estos medios no pudieron ser empleados para 

otros fines distintos durante la suspensión del contrato. 

 

4.º Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro previstas en el pliego y vinculadas al 

objeto del contrato que hayan sido suscritas por el contratista y estén vigentes en el momento de 

la suspensión del contrato. 

 

La aplicación de lo dispuesto en este apartado solo procederá cuando el órgano de 

contratación, a instancia del contratista y en el plazo de cinco días naturales hubiera apreciado 

la imposibilidad de ejecución del contrato como consecuencia de la situación descrita en su 

primer párrafo. Con esta finalidad el contratista deberá dirigir su solicitud al órgano de 

contratación reflejando: las razones por las que la ejecución del contrato ha devenido 

imposible; el personal, las dependencias, los vehículos, la maquinaria, las instalaciones y los 

equipos adscritos a la ejecución del contrato en ese momento; y los motivos que imposibilitan 

el empleo por el contratista de los medios citados en otro contrato. Las circunstancias que se 

pongan de manifiesto en la solicitud podrán ser objeto de posterior comprobación. 

Transcurrido el plazo indicado sin notificarse la resolución expresa al contratista, esta deberá 

entenderse desestimatoria. 

 

(…) 

 

Además, en aquellos contratos públicos de servicios y de suministros de prestación sucesiva, 

cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el nuevo contrato que garantice 

la continuidad de la prestación como consecuencia de la paralización de los procedimientos de 
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contratación derivada de lo dispuesto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que 

se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 

el COVID-19, y no pudiera formalizarse el correspondiente nuevo contrato, podrá aplicarse lo 

previsto en el último párrafo del artículo 29.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 

del Sector Público, con independencia de la fecha de publicación de la licitación de dicho nuevo 

expediente. 

 

La suspensión de los contratos del sector público con arreglo a este artículo no constituirá en 

ningún caso una causa de resolución de los mismos. 

 

(…) 

 

Disposición adicional cuarta. Prórroga de la vigencia del documento nacional de identidad. 
 

Sin perjuicio de lo que, sobre el periodo de validez del documento nacional de identidad, establece 

el Real Decreto 1553/2005, de 23 de diciembre, por el que se regula la expedición del documento 

nacional de identidad y sus certificados de firma electrónica, queda prorrogada por un año, 

hasta el día trece de marzo de dos mil veintiuno, la validez del documento nacional de 

identidad de las personas mayores de edad titulares de un documento que caduque desde la 

fecha de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara 

el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 

COVID-19. 

 

La prórroga de la validez del documento nacional de identidad permitirá que puedan renovarse, 

conforme al procedimiento actual, los certificados reconocidos incorporados al mismo por igual 

periodo. 

 

 

Disposición adicional sexta. Salvaguarda del empleo. 

 

Las medidas extraordinarias en el ámbito laboral previstas en el presente real decreto-ley 

estarán sujetas al compromiso de la empresa de mantener el empleo durante el plazo de seis 

meses desde la fecha de reanudación de la actividad. 

 

(…) 

 

Disposición adicional octava. Plan ACELERA. 
 

El Gobierno dispondrá la inmediata puesta en marcha, a través de la entidad pública 

empresarial RED.ES, del Programa Acelera PYME con el objeto de articular un conjunto 

de iniciativas en colaboración con el sector privado de apoyo a las PYME en el corto y medio 

plazo. 

 

 

Disposición adicional novena. No aplicación suspensión plazos administrativos del Real 

Decreto 463/2020. 

 

A los plazos previstos en el presente Real Decreto Ley no les será de aplicación la suspensión 

de plazos administrativos prevista en la Disposición Adicional Tercera del Real Decreto 

463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 
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Disposición final novena. Entrada en vigor. 

 

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

 

Disposición final décima. Vigencia. 

 

Las medidas previstas en el presente real decreto ley mantendrán su vigencia durante el plazo de 

un mes desde su entrada en vigor, sin perjuicio de que, previa evaluación de la situación, se pueda 

prorrogar su duración por el Gobierno mediante real decreto-ley. No obstante lo anterior, aquellas 

medidas previstas en este real decreto-ley que tienen plazo determinado de duración se sujetarán 

al mismo. 

ANEXO 

 

– PLAN ACELERA: 

 

1. Medidas de apoyo para acelerar el proceso de digitalización de las pymes desde el 

asesoramiento y la formación. 

 

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital a través de la entidad 

Red.es, pondrá en marcha un conjunto de iniciativas en colaboración con el sector privado de 

apoyo a las PYME en el corto y medio plazo. En concreto: 

 

– La creación del portal Acelera PYME desde Red.es para que las PYME se puedan informar de 

todos los recursos que se pongan a disposición de las PYME para su digitalización y en concreto 

para aplicar soluciones de teletrabajo. 

 

– Ampliación de sedes del programa de Oficinas de Transformación Digital así como mejorar los 

servicios de asesoramiento personalizado a las PYMES y acompañamiento en su esfuerzo de 

digitalización y puesta en marcha de centros demostradores de soluciones sectoriales, para 

alcanzar un total de 100 oficinas en 2 años, multiplicando por 3 el número actual de sedes en 

funcionamiento, 28 por todo el territorio. Las oficinas se pondrán en marcha en colaboración con 

las Cámaras de Comercio y otros agentes públicos y privados. 

 

– Lanzamiento del programa Acelera PYME-Talento para reforzar la formación de las pymes en 

soluciones y herramientas para la digitalización en colaboración con las Cámaras de Comercio y 

otros agentes públicos y privados. 

 

2. Medidas de apoyo a creación de soluciones tecnológicas para la digitalización de las 

pymes. 

 

Desde Red.es se pondrá en marcha una línea de ayudas que impulse el liderazgo empresarial en 

I+D+i de las empresas digitales españolas. El objetivo es apoyar para la generación de soluciones, 

conocimientos, tecnologías e innovaciones destinadas a la mejora de procesos de digitalización y 

la creación de productos y servicios tecnológicamente avanzados y de mayor valor añadido que 

reviertan en el conjunto de las pymes. 

 

3. Medidas de apoyo financiero para la digitalización de las pymes. 

 



 
  

 

  
 

MINISTERIO  

DE INDUSTRIA, COMERCIO 

Y TURISMO 

 

SECRETARÍA DE ESTADO 
 DE TURISMO  

 

Subdirección General de 
Desarrollo y Sostenibilidad 

Turística 

  

17 
 

El Estado podrá apoyará financieramente, mediante la financiación del Instituto de Crédito Oficial 

ICO para las PYMES la compra y leasing de equipamiento y servicios para la digitalización de la 

PYME y las soluciones de teletrabajo, movilizando en los próximos dos años más de 200 millones 

de euros. 

 

 

- Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas 

complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados 

del COVID-19 (BOE nº 86 de 28 de marzo de 2020). 

 
Exposición de Motivos: 

 
El pasado 14 de marzo, el Consejo de Ministros acordó declarar el estado de alarma, en virtud del 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con motivo de la crisis sanitaria originada por la 

pandemia del COVID-19. 

 

Posteriormente, con fecha 17 de marzo, el Consejo de Ministros aprobó el Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19, con el fin de arbitrar un conjunto de medidas que permitieran 

paliar, en cierta medida, la crisis sanitaria, económica y social generada por la pandemia del 

COVID-19. 

 

Entre las medidas contempladas en este real decreto-ley, se recogía la flexibilización de los 

Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE), tanto por causa de fuerza mayor, como 

en el supuesto de los derivados de causas económicas, técnicas, organizativas y de producción, 

con el fin de intentar paliar los efectos devastadores que esta crisis sanitaria está produciendo en 

el mercado laboral. 

 

No obstante, el notablemente estancamiento que está registrando nuestro mercado laboral, unido 

al importante volumen de ERTE presentados, desde la declaración del estado de alarma, ponen 

de relieve la necesidad de arbitrar nuevas medidas e instrumentos que contribuyan a paliar 

los efectos de esta crisis sanitaria sobre las personas trabajadoras de nuestro país. 

 

(…) 

 

En concreto, los distintos capítulos establecen las siguientes medidas que pueden interesar al 

sector turístico: 

 

Artículo 2. Medidas extraordinarias para la protección del empleo. 

 

La fuerza mayor y las causas económicas, técnicas, organizativas y de producción en las que 

se amparan las medidas de suspensión de contratos y reducción de jornada previstas en los 

artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no se podrán entender como 

justificativas de la extinción del contrato de trabajo ni del despido. 

 

 

Artículo 3. Medidas extraordinarias de desarrollo del artículo 25 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19, para agilizar la tramitación y abono de prestaciones por 

desempleo. 
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1. El procedimiento de reconocimiento de la prestación contributiva por desempleo, para 

todas las personas afectadas por procedimientos de suspensión de contratos y reducción de 

jornada basados en las causas previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 

17 de marzo, se iniciará mediante una solicitud colectiva presentada por la empresa ante la 

entidad gestora de las prestaciones por desempleo, actuando en representación de aquellas. 

Esta solicitud se cumplimentará en el modelo proporcionado por la entidad gestora de las 

prestaciones por desempleo y se incluirá en la comunicación regulada en el apartado siguiente. 

 

2. Además de la solicitud colectiva, la comunicación referida en el apartado anterior incluirá la 

siguiente información, de forma individualizada por cada uno de los centros de trabajo afectados: 

 

(…) 

 

3. La comunicación referida en el punto apartado anterior deberá remitirse por la empresa en 

el plazo de 5 días desde la solicitud del expediente de regulación temporal de empleo en los 

supuestos de fuerza mayor a los que se refiere el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, o desde la fecha en que la empresa notifique a la autoridad laboral competente su 

decisión en el caso de los procedimientos regulados en su artículo 23. La comunicación se remitirá 

a través de medios electrónicos y en la forma que se determine por el Servicio Público de Empleo 

Estatal. 

 

En el supuesto de que la solicitud se hubiera producido con anterioridad a la entrada en vigor de 

este real decreto-ley, el plazo de 5 días empezará a computarse desde esta fecha. 

 

(…) 

 

Artículo 5. Interrupción del cómputo de la duración máxima de los contratos temporales. 

 

La suspensión de los contratos temporales, incluidos los formativos, de relevo e interinidad, 

por las causas previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 

supondrá la interrupción del cómputo, tanto de la duración de estos contratos, como de los 

periodos de referencia equivalentes al periodo suspendido, en cada una de estas modalidades 

contractuales, respecto de las personas trabajadoras afectadas por estas. 

 

Disposición adicional primera. Limitación de la duración de los expedientes temporales de 

regulación de empleo basados en las causas previstas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo. 

 

La duración de los expedientes de regulación de empleo autorizados al amparo de las causas 

previstas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no podrá extenderse 

más allá del periodo en que se mantenga la situación extraordinaria derivada del COVID-

19 de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 de la misma norma, entendiéndose, por tanto, que 

su duración máxima será la del estado de alarma decretado por el Real Decreto 463/2020, de 

14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19 y sus posibles prórrogas. 

 

Esta limitación resultará aplicable tanto en aquellos expedientes respecto de los cuales recaiga 

resolución expresa como a los que sean resueltos por silencio administrativo, con independencia 

del contenido de la solicitud empresarial concreta. 
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Disposición adicional segunda. Régimen sancionador y reintegro de prestaciones indebidas. 

 

1. En aplicación de lo previsto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en 

el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, las solicitudes 

presentadas por la empresa que contuvieran falsedades o incorrecciones en los datos 

facilitados darán lugar a las sanciones correspondientes. Será sancionable igualmente, 

conforme a lo previsto en dicha norma, la conducta de la empresa consistente en solicitar 

medidas, en relación al empleo que no resultaran necesarias o no tuvieran conexión 

suficiente con la causa que las origina, siempre que den lugar a la generación o percepción 

de prestaciones indebidas. 

 

2. El reconocimiento indebido de prestaciones a la persona trabajadora por causa no 

imputable a la misma, como consecuencia de alguno de los incumplimientos previstos en el 

apartado anterior, dará lugar a la revisión de oficio del acto de reconocimiento de dichas 

prestaciones. En tales supuestos, y sin perjuicio de la responsabilidad administrativa o penal que 

legalmente corresponda, la empresa deberá ingresar a la entidad gestora las cantidades 

percibidas por la persona trabajadora, deduciéndolas de los salarios dejados de percibir 

que hubieran correspondido, con el límite de la suma de tales salarios. 

 

3. La obligación de devolver las prestaciones prevista en el apartado anterior, en cuanto 

sanción accesoria, será exigible hasta la prescripción de las infracciones referidas en el Texto 

Refundido de la Ley de infracciones y Sanciones en el Orden Social que resulten aplicables, de 

conformidad con las reglas específicas y de vigencia expresa previstos en este real-decreto ley. 

 

 

Disposición adicional tercera. Fecha de efectos de las prestaciones por desempleo derivadas 

de los procedimientos basados en las causas referidas en los artículos 22 y 23 del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 

al impacto económico y social del COVID-19. 

 

1. La fecha de efectos de la situación legal de desempleo en los supuestos de fuerza mayor 

será la fecha del hecho causante de la misma. 

 

2. Cuando la suspensión del contrato o reducción de jornada sea debida a la causa prevista en el 

artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 

para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, la fecha de efectos de la situación 

legal de desempleo habrá de ser, en todo caso, coincidente o posterior a la fecha en que la 

empresa comunique a la autoridad laboral la decisión adoptada. 

 

(…) 

 

Disposición adicional cuarta. Colaboración de la entidad gestora de las prestaciones por 

desempleo y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

 

En los supuestos en los que la entidad gestora apreciase indicios de fraude para la obtención de 

las prestaciones por desempleo, lo comunicará a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 

a los efectos oportunos. 

 

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 

medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. 
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Se modifica el apartado segundo de la disposición transitoria primera, que queda redactado en 

los siguientes términos: 

 

«Disposición transitoria primera. Limitación a la aplicación a los expedientes de regulación 

de empleo. 

 

2. Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por desempleo 

previstas en los artículos 24 y 25 serán de aplicación a los afectados por los procedimientos 

de suspensión de contratos y reducción de jornada comunicados, autorizados o iniciados, 

con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, siempre que deriven 

directamente del COVID-19.» 

 

 Disposición final segunda. Modificación del artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico 
del COVID-19. 

Se da nueva redacción al artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo. (ya incluida 

esta redacción en la página 4 y 5). 

 

Disposición final tercera. Entrada en vigor y vigencia. 

 

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado», manteniendo su vigencia durante el estado de alarma decretado por el Real Decreto 

463/2020 y sus posibles prórrogas. 

 

 

- Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un 

permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por 

cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la 

movilidad de la población en el contexto de la lucha contra el COVID-

19. (BOE nº 87, de 29 de marzo de 2020). 

 
El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 

gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, adoptó una serie de 

medidas en relación con la limitación de la movilidad de las personas, así como de las actividades 

sociales y económicas de nuestro país, que han contribuido a contener el avance del COVID-19. 

 

Desde entonces se ha procedido a acordar desde el Gobierno, a través de diversos instrumentos 

normativos, distintas iniciativas dirigidas a ordenar la aplicación de las medidas que se han 

entendido como necesarias para proteger a las personas del riesgo de contagio, para atender a las 

que son especialmente vulnerables, para garantizar la prestación de servicios sanitarios y sociales 

esenciales, así como para velar por las empresas y las personas trabajadoras que se vean afectadas 

en el aspecto económico y productivo, de modo que puedan recuperar la normalidad tan pronto 

como sean removidas las circunstancias excepcionales que a día de hoy tienen paralizado ya a 

gran parte del tejido productivo, asistencial y de servicios en nuestro país. 

 

Todas estas medidas, particularmente las que han incidido en la limitación de la movilidad de las 

personas, han contribuido a contener el avance del COVID-19. El teletrabajo, las medidas de 
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flexibilidad empresarial y el resto de medidas económicas y sociales adoptadas en las últimas 

semanas, están permitiendo al mismo tiempo minimizar el impacto negativo sobre el tejido 

empresarial y el empleo. 

 

Sin embargo, a pesar del impacto que estas medidas de distanciamiento social están teniendo para 

favorecer el control de la epidemia, la cifra total de personas contagiadas y de víctimas del 

COVID-19 que son ingresadas en las Unidades de Cuidados Intensivos, en ocasiones durante 

periodos relativamente largos, con un efecto de acúmulo de pacientes, ha continuado creciendo, 

provocando una presión creciente sobre el Sistema Nacional de Salud y, en particular, sobre los 

servicios asistenciales. 

 

Por ello, atendiendo a las recomendaciones de los expertos en el ámbito epidemiológico, resulta 

necesario adoptar nuevas medidas que profundicen en el control de la propagación del virus 

y evitar que el acúmulo de pacientes en las Unidades de Cuidados Intensivos lleve a su 

saturación. 
 

Teniendo en cuenta que la actividad laboral y profesional es la causa que explica la mayoría 

de los desplazamientos que se producen actualmente en nuestro país, se ha puesto de 

manifiesto la necesidad de adoptar una medida en el ámbito laboral, que permita articular 

la referida limitación de movimientos y reducirla hasta los niveles que permitirán conseguir 

el efecto deseado. 

 

La prioridad de la regulación contenida en esta norma es, por tanto, limitar al máximo la 

movilidad. Y los sectores de actividad a cuyas personas trabajadoras se excluye del disfrute 

obligatorio del permiso se justifican por estrictas razones de necesidad. 

 

Este real decreto-ley regula un permiso retribuido recuperable para personal laboral por 

cuenta ajena, de carácter obligatorio y limitado en el tiempo entre los días 30 de marzo y 9 

de abril (ambos incluidos), para todo el personal laboral por cuenta ajena que preste servicios 

en empresas o entidades del sector público o privado que desarrollan las actividades no 

esenciales calificadas como tal el anexo. 

 

Quedan exceptuados de la aplicación del presente real decreto las personas trabajadoras que 

tengan su contrato suspendido durante el período indicado y aquellas que puedan continuar 

prestando servicios a distancia. 

 

Las autoridades competentes delegadas, en su ámbito de competencia, podrán modificar o 

especificar, mediante las órdenes necesarias, las actividades que se ven afectadas por el permiso 

retribuido recuperable previsto en este artículo y sus efectos. 

 

(…)  

 

El presente real decreto-ley regula un permiso retribuido recuperable para personal laboral 

por cuenta ajena, de carácter obligatorio y limitado en el tiempo entre los días 30 de marzo 

y 9 de abril (ambos incluidos), para todo el personal laboral por cuenta ajena que preste 

servicios en empresas o entidades del sector público o privado que desarrollan las 

actividades no esenciales calificadas como tal el anexo. 

 

Quedan exceptuados de la aplicación del presente real decreto las personas trabajadoras que 

tengan su contrato suspendido durante el período indicado y aquellas que puedan continuar 

prestando servicios a distancia. 
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(…) 

 

Artículo 1. Ámbito subjetivo de aplicación. 

 

1. El presente real decreto-ley se aplicará a todas las personas trabajadoras por cuenta ajena 

que presten servicios en empresas o entidades del sector público o privado y cuya actividad 

no (¿?) haya sido paralizada como consecuencia de la declaración de estado de alarma 
establecida por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

 

2. No obstante, quedan exceptuados del ámbito de aplicación: 

 

a) Las personas trabajadoras que presten servicios en los sectores calificados como esenciales en 

el anexo de este real decreto-ley. 

 

b) Las personas trabajadoras que presten servicios en las divisiones o en las líneas de producción 

cuya actividad se corresponda con los sectores calificados como esenciales en el anexo de este 

real decreto-ley. 

 

c) Las personas trabajadoras contratadas por (i) aquellas empresas que hayan solicitado o estén 

aplicando un expediente de regulación temporal de empleo de suspensión y (ii) aquellas a las que 

les sea autorizado un expediente de regulación temporal de empleo de suspensión durante la 

vigencia del permiso previsto este real decreto-ley. 

 

d) Las personas trabajadoras que se encuentran de baja por incapacidad temporal o cuyo contrato 

esté suspendido por otras causas legalmente previstas. 

e) Las personas trabajadoras que puedan seguir desempeñando su actividad con normalidad 

mediante teletrabajo o cualquiera de las modalidades no presenciales de prestación de servicios. 

 

Artículo 2. Permiso retribuido. 

 

1. Las personas trabajadoras que se encuentren dentro del ámbito de aplicación del presente real 

decreto-ley disfrutarán de un permiso retribuido recuperable, de carácter obligatorio, entre 

el 30 de marzo y el 9 de abril de 2020, ambos inclusive. 

 

2. El presente permiso conllevará que las personas trabajadoras conservarán el derecho a la 

retribución que les hubiera correspondido de estar prestando servicios con carácter ordinario, 

incluyendo salario base y complementos salariales. 

 

Artículo 3. Recuperación de las horas de trabajo no prestadas durante el permiso 

retribuido. 

 

1. La recuperación de las horas de trabajo se podrá hacer efectiva desde el día siguiente a la 

finalización del estado de alarma hasta el 31 de diciembre de 2020. 
 

2. Esta recuperación deberá negociarse en un periodo de consultas abierto al efecto entre la 

empresa y la representación legal de las personas trabajadoras, que tendrá una duración máxima 

de siete días. 

(…) 

 

Artículo 4. Actividad mínima indispensable. 
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Las empresas que deban aplicar el permiso retribuido recuperable regulado en este artículo 

podrán, en caso de ser necesario, establecer el número mínimo de plantilla o los turnos de 

trabajo estrictamente imprescindibles con el fin de mantener la actividad indispensable. 

Esta actividad y este mínimo de plantilla o turnos tendrá como referencia la mantenida en 

un fin de semana ordinario o en festivos. 

 

Artículo 5. Adaptación de actividades. 

 

El Ministro de Sanidad, en su condición de autoridad competente delegada, podrá modificar o 

especificar, mediante las órdenes necesarias, las actividades que se ven afectadas por el permiso 

retribuido recuperable previsto en este artículo y sus efectos. 

 

Disposición transitoria primera. Garantías para la reanudación de la actividad empresarial. 

 

En aquellos casos en los que resulte imposible interrumpir de modo inmediato la actividad, 

las personas trabajadoras incluidas en el ámbito subjetivo de este real decreto-ley podrán prestar 

servicios el lunes 30 de marzo de 2020 con el único propósito de llevar a cabo las tareas 

imprescindibles para poder hacer efectivo el permiso retribuido recuperable sin perjudicar de 

manera irremediable o desproporcionada la reanudación de la actividad empresarial. 

 

Disposición transitoria segunda. Continuidad de los servicios de transporte. 

 

Aquellas personas trabajadoras del ámbito del transporte que se encuentren realizando un servicio 

no incluido en este real decreto-ley en el momento de su entrada en vigor, iniciarán el permiso 

retribuido recuperable una vez finalizado el servicio en curso, incluyendo como parte del servicio, 

en su caso, la operación de retorno correspondiente.  

 

 

Disposición adicional primera. Empleados públicos. 

 

El Ministerio de Política Territorial y Función Pública y los competentes en las comunidades 

autónomas y entidades locales quedan habilitados para dictar las instrucciones y resoluciones 

que sean necesarias para regular la prestación de servicios de los empleados públicos 
incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, con el 

objeto de mantener el funcionamiento de los servicios públicos que se consideren esenciales. 

 

(…) 

 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

 

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado». 

 

 

ANEXO 

 

No será objeto de aplicación el permiso retribuido regulado en el presente real decreto-ley a las 

siguientes personas trabajadoras por cuenta ajena: 
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Nº 1 a 25, listado de actividades de personas que trabajan en servicios que se han considerado 

esenciales. 

 

(…) 

 

 

 

- Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 

medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 

hacer frente al COVID-19 (BOE nº 91, de 1 de abril de 2020). 
 

Exposición de motivos: 
 

El pasado 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 

internacional a la situación de emergencia de salud pública provocada por el COVID-19. La 

rápida propagación, tanto a nivel nacional como internacional, ha motivado la necesidad de 

reaccionar de forma rápida y de adoptar medidas urgentes y contundentes con el objetivo de 

amortiguar el impacto de esta crisis sin precedentes. 

 

(…) 

 

Ante esta situación de emergencia de salud pública, el Gobierno de España viene adoptando 

medidas urgentes de respuesta que se añaden a las actuaciones en el ámbito comunitario e 

internacional. Así, durante las últimas semanas se ha aprobado un amplio paquete de medidas de 

ámbito económico y social para actuar en tres grandes frentes: en primer lugar, luchar contra la 

epidemia a partir del refuerzo de los servicios sanitarios y la investigación; en segundo lugar, 

apoyar a todos los ciudadanos, es decir, a los trabajadores, a las familias, a los autónomos, 

prestando una especial atención a aquellos más vulnerables; y, en tercer lugar, apoyar la actividad 

económica con medidas de liquidez y flexibilidad dirigidas a aliviar los costes para las empresas. 

Todas estas medidas persiguen mantener un mínimo de actividad económica en los sectores más 

afectados. Es decir, evitar que la ralentización económica derivada de una situación coyuntural 

como la actual tenga un impacto de carácter estructural que lastre la recuperación económica y 

social una vez superada esta situación excepcional. 

 

Todas estas medidas están recogidas en los siguientes Reales Decretos-leyes: el Real Decreto-ley 

6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito 

económico y para la protección de la salud pública; el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, 

por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19; el 

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 

al impacto económico y social del COVID-19 y el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por 

el que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados 

del COVID-19. 

 

Teniendo en cuenta la evolución de los acontecimientos y la rápida evolución de los contagios, a 

escala nacional e internacional, el 25 de marzo el Congreso de los Diputados, previo Acuerdo del 

Consejo de Ministros, aprobó, hasta las 0.00 horas del día 12 de abril, la prórroga del estado de 

alarma establecido en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, declarando el estado de alarma 

para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que incluye, entre 

otras cuestiones, limitaciones a la libertad de circulación, con los efectos que ello supone para 

trabajadores, empresas y ciudadanos. 
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Posteriormente se aprobó el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo por el que se regula un 

permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no 

presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de 

la lucha contra el COVID-19. Este permiso retribuido recuperable se establece, de carácter 

obligatorio y limitado en el tiempo entre los días 30 de marzo y 9 de abril (ambos incluidos), 

para todo el personal laboral por cuenta ajena que preste servicios en empresas o entidades 

del sector público o privado que desarrollan las actividades no esenciales calificadas como 

tal, exceptuando a las personas trabajadoras que tengan su contrato suspendido durante el 

período indicado y aquellas que puedan continuar prestando servicios a distancia. 

 

(…) 

 

En este contexto, la aprobación de este real decreto-ley de medidas urgentes da respuesta a la 

persistencia y profundización de las circunstancias económicas y sociales excepcionales 

anteriormente señaladas, sumándose a las medidas adoptadas a nivel comunitario y completando 

las tomadas por el Gobierno en las últimas semanas. 

 

Concretamente, este nuevo real decreto-ley persigue, en primer lugar, la adopción de un nuevo 

paquete de medidas de carácter social dirigidas al apoyo a trabajadores, consumidores, familias y 

colectivos vulnerables, haciendo especial hincapié en aquellos que más lo necesitan; y, en 

segundo lugar, la puesta en marcha de un conjunto de medidas de diversa naturaleza con impacto 

directo en el refuerzo de la actividad económica, así como actuaciones encaminadas a apoyar a 

empresas y autónomos. Se incluyen además un conjunto de medidas que permiten ajustar el 

funcionamiento de la Administración a las necesidades actuales, acometiendo medidas en materia 

de cuentas anuales de las entidades del sector público, en materia de disponibilidades líquidas y 

donaciones, así como en la financiación otorgada por las entidades territoriales. 

 

(…) 

II 
Apoyo a trabajadores, consumidores, familias y colectivos vulnerables 

 

(…) 

 

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables 

 

(…) 

 

La moratoria de la deuda hipotecaria del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 

inicialmente prevista para la vivienda habitual de las personas físicas se extiende ahora a dos 

nuevos colectivos: el de los autónomos, empresarios y profesionales respecto de los inmuebles 

afectos a su actividad económica, de un lado, y a las personas físicas que tengan arrendados 

inmuebles por los que no perciban la renta arrendaticia en aplicación de las medidas en favor de 

los arrendatarios como consecuencia del estado de alarma. 

 

Además, con el objetivo de asegurar que los ciudadanos no queden excluidos del sistema 

financiero al no poder hacer frente temporalmente a sus obligaciones financieras como 

consecuencia de la crisis sanitaria del COVID-19, de forma paralela a financiación hipotecaria de 

la vivienda, este real decreto-ley amplía el alcance de la moratoria a los créditos y préstamos 
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no hipotecarios que mantengan las personas en situación de vulnerabilidad económica, 

incluyendo los créditos al consumo. 

 

(…) 

 

En cuarto lugar, para contribuir a aliviar las necesidades de liquidez de los hogares, se amplían 

las contingencias en las que se podrán hacer efectivos los derechos consolidados en los planes 

de pensiones recogiendo, con carácter excepcional, como supuestos en los que se podrá disponer 

del ahorro acumulado en planes de pensiones, la situaciones de desempleo consecuencia de un 

expediente de regulación temporal de empleo y el cese de actividad de trabajadores por cuenta 

propia o autónomos que se produzcan como consecuencia del COVID-19. 

 

(…) 

 

Un colectivo particularmente afectado por la actual situación y que puede no encontrarse entre 

los que dan lugar a alguna cobertura de la Seguridad Social o de cualquier otra Administración 

pública es el constituido por aquellas personas trabajadoras cuyo contrato temporal llega a 

su fin con posterioridad a la declaración del estado de alarma. Aunque en el Real Decreto-ley 

9/2020 se establecieron medidas para que, en caso de suspensión de contratos, se interrumpa el 

cómputo de los contratos temporales, esta previsión no evita totalmente que existan finalizaciones 

de contratos temporales con posterioridad a la declaración del estado de alarma que no estén 

cubiertos por el sistema establecido para las personas desempleadas por haber estado afectadas 

por la suspensión o reducción de jornada establecida en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-

ley 8/2020. 

 

La situación en la que quedan estas personas debe ser atendida con medidas excepcionales 

dada la dificultad de acceso al empleo al menos mientras dura la situación de crisis sanitaria. 

El subsidio por circunstancias excepcionales aplicable al colectivo de trabajadores 

temporales cuyo contrato se extingue porque llega a su fin se configura sin requisito de 

carencia precisamente para equiparar su situación en lo posible a la de las personas que sí 

han sido incluidas en un expediente de regulación temporal de empleo y que han podido 

acceder, aun sin cumplir la carencia establecida, a la correspondiente prestación de desempleo. 

El único requisito que se exige es la duración mínima establecida del contrato cuyo fin ha llegado, 

y que debe ser de al menos dos meses. Esta duración del contrato temporal permite identificar la 

existencia de una expectativa profesional y excluye por tanto las relaciones contractuales 

esporádicas. 

 

Sección 2.ª Medidas de apoyo a los autónomos 

 

Con motivo de la situación excepcional de emergencia sanitaria, las empresas y autónomos han 

tenido que suspender su actividad o la han visto reducida considerablemente. Por ello, con el 

objetivo de aliviar la tensión financiera que tienen que afrontar se adoptan las siguientes medidas 

complementarias a las ya adoptadas en los Reales decretos-leyes para este colectivo. 

 

- se habilita a la Tesorería General de la Seguridad Social a la concesión de forma excepcional 

de moratorias en el pago de las cotizaciones a la Seguridad Social atendiendo a excepcionales 

circunstancias, en los casos y condiciones que se determinen mediante Orden Ministerial. El 

periodo de devengo en el caso de empresas sería el comprendido entre abril y junio de 2020, 

mientras que en el caso de los autónomos sería el comprendido entre mayo y julio de 2020. Y, en 

este ámbito, se permite que las empresas y autónomos que no tengan en vigor aplazamientos de 

pago de deudas con la Seguridad Social puedan solicitar el aplazamiento del pago de sus deudas 
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con la Seguridad Social, que deban ingresar entre los meses de abril y junio de 2020, con una 

rebaja sustancial del tipo de interés exigido que se fija en el 0,5%. 

 

- para facilitar a las empresas y a los autónomos la realización de las gestiones con la 

Seguridad Social, se permite a empresas y gestorías a utilizar el Sistema de remisión electrónica 

de datos (RED) para efectuar por medios electrónicos las solicitudes y demás trámites 

correspondientes a los aplazamientos en el pago de deudas, las moratorias en el pago de 

cotizaciones y las devoluciones de ingresos indebidos con la Seguridad Social. 

 

- aquellos autónomos que hayan suspendido su actividad y pasen a percibir la prestación por 

cese de actividad regulada en el Real Decreto-ley 8/2020 y que no hayan ingresado en plazo las 

cotizaciones sociales correspondientes a los días efectivamente trabajados del mes de marzo, 

podrán abonarlas fuera de plazo sin recargo. 

 

(…) 

- para los beneficiarios de la prestación extraordinaria por cese de actividad recogida en el 

artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, para los casos de suspensión de la actividad, no será 

objeto de recargo la cotización correspondiente a los días de actividad en el mes de marzo de 2020 

no cubiertos por la prestación regulada en este artículo, que no fuera abonada dentro del plazo 

reglamentario de ingreso. 

- se prevén las formas en que se puede acreditar la reducción de la facturación. Para 

aquellos trabajadores autónomos que no estén obligados a llevar los libros que acreditan el 

volumen de actividad, deberán acreditar la reducción al menos del 75% exigida por cualquier 

medio de prueba admitido en derecho 

 

Sección 3.ª Medidas de protección de los consumidores 

 

(…) 

 

- se adoptan diferentes medidas aplicables a los contratos de compraventa de bienes y de 

prestación de servicios, sean o no de tracto sucesivo, cuya ejecución sea imposible como 

consecuencia de la aplicación de las medidas adoptadas en la declaración del estado de alarma. 

En estos casos, los consumidores y usuarios podrán ejercer el derecho a resolver el contrato 

durante un plazo de 14 días. 

- en los contratos de tracto sucesivo, se paralizará el cobro de nuevas cuotas hasta que el servicio 

pueda volver a prestarse con normalidad; no obstante, el contrato no queda rescindido. 

- en el caso de la prestación de servicios que incluyan a varios proveedores, como los viajes 

combinados, el consumidor o usuario podrá optar por solicitar el reembolso o hacer uso del 

bono que le entregará el organizador o, en su caso, el minorista. Dicho bono lo podrá utilizar 

en el plazo de un año desde la conclusión del estado de alarma. En caso de no utilizarse durante 

ese periodo, el consumidor podrá ejercer el derecho de reembolso. 

 

(…) 

CAPÍTULO II 

Medidas para sostener la actividad económica ante las dificultades transitorias 

consecuencia del COVID-19 
 

Sección 1.ª Apoyo a la industrialización 
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(….) se hace necesario poner en marcha una serie de medidas que tengan como objetivo 

primordial sostener la actividad económica ante las dificultades transitorias que se están dando en 

nuestro país a consecuencia de la crisis del COVID-19. 

 

En primer lugar, el real decreto-ley aborda diversas medidas en el ámbito de la política de apoyo 

a la industrialización, con el objetivo de continuar facilitando liquidez a las empresas para 

desarrollar sus proyectos. 

 

- se establece que durante un plazo de dos años y medio, extensible por Acuerdo de Consejo de 

Ministros se podrán refinanciar los préstamos otorgados por la Secretaría General de 

Industria y PYME. Para los proyectos actualmente en ejecución se flexibilizan los criterios para 

la evaluación de la ejecución de los proyectos siempre garantizando el cumplimiento de los 

objetivos del proyecto. 

 

- se aprueba incrementar la dotación del Fondo de Provisiones Técnicas de CERSA con 60 

millones de euros con el fin de dar una cobertura extraordinaria del riesgo de crédito de 

operaciones de financiación para PYMEs afectadas en su actividad por el COVID-19. De esta 

manera, CERSA podrá asumir unos 1.000 millones de euros de riesgo que permitirá movilizar 

2.000 millones de euros beneficiando a unas 20.000 PYMEs y autónomos. 

 

- muchas empresas han sufrido cancelaciones de numerosos eventos previstos para apoyar su 

internacionalización con el apoyo del ICEX. En muchos casos se han asumido gastos, por lo que 

se procederá a la devolución de lo abonado por las empresas en eventos organizados por ICEX 

que han debido ser cancelados por razones de fuerza mayor. Asimismo, en el caso de cancelación 

de los eventos internacionales, ICEX concederá a las empresas ayudas adicionales en función de 

los gastos incurridos no recuperables. 

 

- es necesario seguir apoyando a las empresas del sector turístico. La crisis del COVID-19 ha 

supuesto la paralización total del sector turístico: desde la limitación a la libre circulación de 

personas y las limitaciones en la conectividad nacional e internacional a destinos, al cierre al 

público de establecimientos turísticos, incluidos alojamientos, restauración y otras empresas de 

la cadena de valor. 

 

Con el fin de asegurar la liquidez y, por lo tanto, la viabilidad de las empresas turísticas, se 

suspenden durante un año y sin penalización alguna, el pago de intereses y amortizaciones 

correspondientes a los préstamos concedidos por la Secretaría de Estado de Turismo en el 

marco del Programa Emprendetur I+D+i, del Programa Emprendetur Jóvenes 

Emprendedores y el Programa Emprendetur Internacionalización. 

(…) 

III 

 
Sección 2.º Flexibilización en materia de suministros para PYMEs y autónomos 
 
(…) 

IV 

 

En el Capítulo III, se establecen diversas medidas en el ámbito del sector público para facilitar y 

flexibilizar los procedimientos de cara a hacer frente a la crisis sanitaria y las consecuencias que 

de ella se derivan. 
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(…) 

 

En segundo lugar, se prevén medidas en materia de disponibilidades líquidas y donaciones del 

sector público. 

 

La crisis sanitaria provocada en España por el COVID-19 está generando una tensión sin 

precedentes en los Presupuestos Generales del Estado, dando lugar a la necesidad de atender 

gastos imprescindibles, imprevisibles y de importante cuantificación, que no tienen cabida en un 

presupuesto prorrogado desde 2018. 

 

Por ello, se precisa de todos los medios financieros disponibles y, por tanto, de las 

disponibilidades líquidas de los organismos autónomos y otras entidades integrantes del 

sector público estatal. 

 

(…) 

 

En tercer lugar, se adoptan medidas en materia de financiación otorgadas por las entidades “teles” 

(léase, locales).  

 

Dadas las circunstancias de pérdida de ingresos por la que atraviesan las empresas y de las 

medidas que ha sido necesario adoptar para la contención del COVID-19, el normal servicio de 

la deuda contraída con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podría abocarlas a 

una grave situación de insolvencia con los consiguientes impagos de deudas a proveedores, 

despidos colectivos, y otros efectos indirectos que podrían agravar las graves repercusiones para 

la economía nacional. 

 

- por ello, se adoptan medidas para el aplazamiento extraordinario del calendario de 

reembolso en préstamos concedidos por Comunidades Autónomas y Entidades Locales a 

empresarios y autónomos afectados por la crisis sanitaria. 

 

En cuarto lugar, se hace necesario disponer de una adecuada información económico-financiera, 

consistente y debidamente actualizada, que permita evaluar de forma idónea el impacto 

presupuestario derivado de las actuaciones acometidas, así como disponer de información 

debidamente soportada para tomar las decisiones en un futuro. De esta manera, se refuerzan las 

obligaciones de suministro de información económico-financiera, para dotar de mayor 

flexibilidad y atribuciones al Ministerio de Hacienda para la concreción de sus contenidos, 

procedimientos y plazos de remisión. 

 

(…) 

 

Por tanto, en el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su naturaleza 

y finalidad, las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 

Constitución Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un real decreto-ley. 
 

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución 

Española, a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra de Asuntos 

Económicos y Transformación Digital, y de los Ministros de Justicia, de Hacienda, de 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, de Educación y Formación Profesional, de Trabajo y 

Economía Social, de Industria, Comercio y Turismo, de Agricultura, Pesca y Alimentación, para 

la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, de Cultura y Deporte, de Derechos Sociales y 
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Agenda 2030, de Ciencia e Innovación, de Consumo, de Inclusión, Seguridad Social y 

Migraciones, y de Universidades, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 

del día 31 de marzo de 2020, 

 

CAPÍTULO I 

Medidas de apoyo a los trabajadores, consumidores, familias y colectivos vulnerables 

 

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables 

 

I 

Artículo 1. Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares 

vulnerables sin alternativa habitacional. 

(…) 

 

Artículo 2. Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual. 

(…) 

 

Artículo 3. Moratoria de deuda arrendaticia. 

Se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda arrendaticia para las 

personas arrendatarias de vivienda habitual en situación de vulnerabilidad económica a causa del 

COVID-19, desde este artículo y hasta el artículo 9, ambos incluidos. 

 

Artículo 4. Aplicación automática de la moratoria de la deuda arrendaticia en caso de 

grandes tenedores y empresas o entidades públicas de vivienda. 

(…) 

 

Artículo 5. Definición de la situación de vulnerabilidad económica a efectos de obtener 

moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual. 

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia sanitaria 

ocasionada por el COVID-19 requerirán la concurrencia conjunta, a los efectos de obtener 

moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual, de los siguientes 

requisitos: 

(…) 

 

Artículo 6. Acreditación de las condiciones subjetivas. 

1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 5 se acreditará por la persona 

arrendataria ante la persona arrendadora mediante la presentación de los siguientes documentos: 

(…) 

 

Artículo 16. Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria 

hipotecaria y del crédito de financiación no hipotecaria. 

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia sanitaria 

ocasionada por el COVID-19 a efectos de este real decreto-ley y del Real Decreto-ley 8/2020, de 

17 de marzo, quedan definidos por el cumplimiento conjunto de las siguientes condiciones: 

 

(…)  

 

Artículo 21. Suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía 

hipotecaria. 

1. Se establecen medidas conducentes a procurar la suspensión temporal de las obligaciones 

contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria que estuviera vigente 
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a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando esté contratado por una persona 

física que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica, en la forma definida en el 

artículo 16, como consecuencia de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19. 

2. Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor principal 

en los que concurran las circunstancias señaladas en el artículo 16. 

(…) 

 

Artículo 28. Derecho a percepción del bono social por parte de trabajadores autónomos que 

hayan cesado su actividad o hayan visto reducida su facturación como consecuencia del 

COVID-19. 

1. Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda habitual y en los términos 

recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del 

consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores 

domésticos, los consumidores que, cumpliendo el requisito de renta del apartado 2, acrediten con 

fecha posterior a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que el titular del 

punto de suministro, o alguno de los miembros de su unidad familiar, profesionales por cuenta 

propia o autónomos, tienen derecho a la prestación por cese total de actividad profesional o por 

haber visto su facturación en el mes anterior al que se solicita el bono social reducida en, al menos, 

un 75 por ciento en relación con el promedio de facturación del semestre anterior, en los términos 

establecidos en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo. 

Cuando el contrato de suministro de la vivienda habitual del profesional por cuenta propia o 

autónomo esté a nombre de la persona jurídica, el bono social deberá solicitarse para la persona 

física, lo que implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro. 

(…) 

 

Sección 2.ª Medidas de apoyo a los autónomos 

Artículo 34. Moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social. 

 

1. Se habilita a la Tesorería General de la Seguridad Social a otorgar moratorias de seis meses, 

sin interés, a las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de 

la Seguridad Social, que lo soliciten y cumplan los requisitos y condiciones que se establecerán 

mediante Orden del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones previo acuerdo de la 

Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. La moratoria en los casos que sea 

concedida afectará al pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por conceptos de 

recaudación conjunta, cuyo período de devengo, en el caso de las empresas esté comprendido 

entre los meses de abril y junio de 2020 y, en el caso de los trabajadores por cuenta propia entre 

mayo y julio de 2020, siempre que las actividades que realicen no se hayan suspendido con 

ocasión del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

(…) 

 

Artículo 35. Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social. 

 

(…) 

Sección 3.ª Medidas de protección de consumidores 

Artículo 36. Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte de 

los consumidores y usuarios. 
 

(…) 

CAPÍTULO II 
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Medidas para sostener la actividad económica ante las dificultades transitorias 
consecuencia del COVID-19 

Sección 1.ª Medidas de apoyo a la industrialización 

Artículo 38. Modificación del momento y plazo para aportación de garantías en las 

convocatorias de préstamos concedidos por la SGIPYME pendientes de resolución en el 

momento de entrada en vigor del Real Decreto 462/2000, de 14 de marzo. 

1. Con carácter temporal, y solo a efectos de las convocatorias de préstamos concedidos por la 

SGIPYME que se encontrasen pendientes de resolución en el momento de entrada en vigor del 

Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo por el que se declara el estado de alarma para la gestión 

de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, las garantías a aportar por los 

solicitantes se presentarán tras la resolución de concesión y con anterioridad al pago del préstamo. 

(…) 

 

Artículo 41. EMPRENDETUR. 

Con carácter general se suspende, sin necesidad de solicitud previa y durante un período de un 

año, el pago de intereses y amortizaciones correspondientes a préstamos concedidos por la 

Secretaría de Estado de Turismo al amparo de las disposiciones siguientes: 

 

– Orden IET/2481/2012, de 15 de noviembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de la 

concesión de ayudas para proyectos y actuaciones dentro del programa Emprendetur I+D+i 

compuesto por las líneas Emprendetur I+D y Emprendetur Desarrollo de productos innovadores 

en el marco del Plan Nacional e Integral del Turismo (BOE núm. 279, de 20 de noviembre de 

2012). 

 

– Orden IET/476/2013, de 14 de marzo, por la que se modifica la Orden IET/2482/2012, de 15 

de noviembre, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de ayudas para 

proyectos y actuaciones dentro del programa Emprendetur Jóvenes Emprendedores en el marco 

del Plan Nacional e Integral del Turismo (BOE núm. 73, de 26 de marzo de 2013). 

 

– Y Orden IET/2200/2014, de 20 de noviembre, por la que se aprueban las bases reguladoras de 

la concesión de ayudas para proyectos y actuaciones dentro del programa Emprendetur 

Internacionalización en el marco del Plan Nacional Integral de Turismo (BOE núm. 285, de 25 

de noviembre de 2014). 

 

En consecuencia, los pagos en concepto de intereses y amortizaciones de los referidos préstamos 

que debieran realizarse por los prestatarios a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley, 

serán exigibles en la misma fecha del año siguiente al que figura en la resolución de concesión 

del préstamo, sin que ello implique el devengo de intereses adicionales. 

Sección 2.ª Flexibilización en materia de suministros 

 

Artículo 42. Flexibilización de los contratos de suministro de electricidad para autónomos y 

empresas. 

 

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de suministro de 

electricidad titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante su alta en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o 

asimilable, y empresas se podrán acoger a las siguientes medidas: 

(…) 

 



 
  

 

  
 

MINISTERIO  

DE INDUSTRIA, COMERCIO 

Y TURISMO 

 

SECRETARÍA DE ESTADO 
 DE TURISMO  

 

Subdirección General de 
Desarrollo y Sostenibilidad 

Turística 

  

33 
 

2. Una vez finalizado el estado de alarma, en el plazo de tres meses, el consumidor que haya 

solicitado la suspensión de su contrato de suministro podrá solicitar su reactivación. 

(…) 

 

Artículo 43. Flexibilización de los contratos de suministro de gas natural. 

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de suministro de gas 

natural titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante su alta en el Régimen 

Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o asimilable, 

y empresas se podrán acoger a las siguientes medidas: 

(…) 

 

Artículo 44. Suspensión de facturas de electricidad, gas natural y productos derivados del 

petróleo. 

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de suministro de 

energía eléctrica, gas natural, gases manufacturados y gases licuados del petróleo por 

canalización, titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante su alta en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o 

asimilable y pequeñas y medianas empresas, tal y como se definen en el Anexo I del Reglamento 

(UE) n.º 651/2014 de la Comisión Europea, podrán solicitar, por medios que no supongan 

desplazamiento físico, a su comercializador o, en su caso, a su distribuidor, la suspensión del pago 

de las facturas que correspondan a periodos de facturación que contengan días integrados en el 

estado de alarma, incluyendo todos sus conceptos de facturación. 

En la solicitud de los consumidores deberán aparecer claramente identificados el titular del punto 

de suministro y el Código Universal de Punto de suministro (CUPS). 

(…) 

CAPÍTULO III 

Otras medidas 

Artículo 47. Donaciones para apoyo frente al COVID-19. 

(…) 

 

Artículo 50. Aplazamiento extraordinario del calendario de reembolso en préstamos 

concedidos por Comunidades Autónomas y Entidades Locales a empresarios y autónomos 

afectados por la crisis sanitaria provocada por el COVID-19. 

1. Aquellas empresas y trabajadores autónomos que sean prestatarios de créditos o préstamos 

financieros cuya titularidad corresponda a una Comunidad Autónoma o Entidad Local podrán 

solicitar el aplazamiento del pago de principal y/o intereses a satisfacer en lo que resta de 2020. 

Para optar a este aplazamiento extraordinario es necesario que la crisis sanitaria provocada por el 

COVID-19 o las medidas adoptadas para paliar la misma hayan originado en dichas empresas o 

autónomos periodos de inactividad, reducción significativa en el volumen de las ventas o 

interrupciones en el suministro en la cadena de valor que les dificulte o impida atender al pago de 

la misma. Dicha solicitud, deberá efectuarse siempre antes de que finalice el plazo de pago en 

periodo voluntario y deberá ser estimada de forma expresa por el órgano que dictó la resolución 

de concesión en los términos establecidos en este artículo. 

(…) 

 

Artículo 54. Medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas. 

1. En los procedimientos de concesión de subvenciones, las órdenes y resoluciones de 

convocatoria y concesión de subvenciones y ayudas públicas previstas en el artículo 22.1 de la 

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que ya hubieran sido otorgadas en 

el momento de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 podrán ser modificadas para ampliar 
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los plazos de ejecución de la actividad subvencionada y, en su caso, de justificación y 

comprobación de dicha ejecución, aunque no se hubiera contemplado en las correspondientes 

bases reguladores. 

A estos efectos, el órgano competente deberá justificar únicamente la imposibilidad de realizar la 

actividad subvencionada durante la vigencia del estado de alarma así como la insuficiencia del 

plazo que reste tras su finalización para la realización de la actividad subvencionada o su 

justificación o comprobación. 

2. También podrán ser modificadas, a instancia del beneficiario, las resoluciones y convenios de 

concesión de subvenciones previstas en el artículo 22.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 

General de Subvenciones, sin necesidad de que sea modificado, en su caso, el Real Decreto 

previsto en el artículo 28.2 de dicha Ley, en las mismas condiciones y con los mismos requisitos 

previstos en el apartado anterior. No obstante, en el caso de que el objeto de la subvención sea la 

financiación de los gastos de funcionamiento de una entidad, el plazo de ejecución establecido 

inicialmente no podrá ser modificado. 

3. La adopción de estas modificaciones no está sujeta a los requisitos previstos en el apartado 4 

de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020 y no afecta a la suspensión de los 

plazos establecida en el apartado 1 de la mencionada disposición adicional. 


